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1. ASUNTO A DECIDIR 
Conoce la Sala del recurso de apelación presentado por la Fiscalía General de la Nación en contra de la decisión adoptada por el Juzgado Penal del Circuito Especializado Adjunto de Pereira, durante la audiencia de juicio oral, con la cual no permitió la introducción de las copias de algunas sentencias condenatorias como prueba documental, cuya práctica había sido ordenada en la audiencia preparatoria por el Juez de conocimiento, previa solicitud del delegado del ente acusador. 
2. ANTECEDENTES

2.1 El 6 de septiembre de 2011 la Fiscalía General de la Nación, presentó escrito de acusación en contra de Eva María Ordóñez Urrutia y Luis Luis Gabriel Ordóñez Urrutia, como probables co-autores del concurso de conductas punibles de i) Captación masiva y habitual de dineros -artículo 316 C.P-, ii) Lavado de activos -artículo 323 C.P. con el agravante previsto en el artículo 324 ibìdem-; iii) Enriquecimiento ilícito de particulares -artículo 327 C.P.-;  y iv) Concierto para delinquir, artículo 340 inciso segundo C.P.
 
2.2 La audiencia de formulación de acusación fue convocada inicialmente para el 12 de septiembre de 2011, más tuvo que ser suspendida en diversas ocasiones y finalmente concluyó el 1º de junio de 2012.

2.3 La audiencia preparatoria se realizó en sesiones desarrolladas en los días 29 de junio, 9  y 12 de julio  de 2012, 3 de septiembre, 13 de diciembre de 2012 y 18 de febrero de 2013. En la última de las sesiones, el juez de conocimiento, frente a las solicitudes probatorias de la Fiscalía, decidió admitir el testimonio de Diego Mario Zuluaga, expresando se admitía únicamente para que por su conducto se adujeran las sentencias de primera y segunda instancia  proferidas en contra de Carlos Alfredo Suárez, y la sentencia emitida en contra de Miriam Lucía Solarte Muñoz. Posteriormente, el delegado fiscal solicitó una adición en su solicitud, en el entendido de que se admitiera también, la sentencia de segunda instancia emitida en contra de la señora Solarte Muñoz, lo que fue permitido por el Juez de conocimiento. La decisión adquirió firmeza.

2.5 La audiencia de juicio oral se inició el 1º de abril de 2013. En la sesión del día siguiente se escuchó el testimonio del señor Diego Mario Zuluaga, asistente de Fiscal II. Frente al interrogatorio ejercido por el delegado del ente acusador y en cuanto a la pretensión de introducir las copias de las sentencias condenatorias mencionadas en precedencia, el delegado del Ministerio Público manifestó su oposición en cuanto a la aducción de dichos documentos expresando que pese a que se trata de un documento oficial, poseía marcas con lápiz, y los documentos a introducir no pueden tener marcas ni subrayas que pueden dirigir al testigo.

Agregó el delegado que se trataba de la copia de un documento público y así no podía considerarse auténtico, por lo que por lo menos debería contar con la constancia de ejecutoria.

2.6 El delegado de la Fiscalía rebatió el argumento planteado y explicó que en virtud del principio de libertad probatoria, lo que se pretendía era el conocimiento de la sentencia en su integridad, y que en caso de que alguna parte considerara que no era auténtico, corría con la carga de demostrarlo y que la finalidad de la presentación del documento, era que el testigo lo identificara como el que le había sido entregado en desarrollo de sus funciones
2.7 El abogado defensor expuso que el punto de vista del Ministerio Público se basaba en una norma legal, siendo claro que el documento no estaba autenticado por la autoridad judicial correspondiente y que carecía de la constancia de ejecutoria, lo que hacía el documento careciera de los alcances suficientes para convertirse en prueba. Agregó el apoderado, que el debido proceso probatorio debía irradiar la forma en que se introducían las pruebas y que además la regla de la mejor evidencia indicaba que el documento auténtico prevalecía sobre los demás, y como en ese caso se trataba de una copia no autenticada, debía rechazarse su incorporación al acervo probatorio.
3. LA DECISIÓN  IMPUGNADA

El Juez de conocimiento decidió no permitir la introducción de  las sentencias condenatorias proferidas en contra de Carlos Alfredo Suárez y Miriam Lucía Solarte Muñoz,  indicando que en el sistema penal acusatorio las sentencias no se producen de forma escrita sino oral, con lo cual, el problema jurídico a definir se reducía a determinar si se podía instrumentalizar en el juicio el documento con el “rótulo de sentencia”, pues de acuerdo con los artículos 161 y siguientes del C. de P.P. los documentos conocidos como sentencias solo pueden ser reproducidos para efectos del trámite de los recursos pertinentes. 

También consideró el funcionario que los jueces han adquirido la mala práctica de expedir copias auténticas de sentencias, cuando el verdadero fallo auténtico se encuentra contenido en el registro magnetofónico en el que quedó consignada la decisión, pues a voces del artículo 424 del C.P.P. éste también puede ser tenido como prueba documental. Explicó además que por orden de artículo 163 del estatuto procedimental penal estaba prohibida la transcripción de las decisiones judiciales. 
El Juez a-quo concluyó su decisión indicando que permitir la introducción de las copias de las sentencias, se traduciría en permitir la instrumentalización de documentos que no cumplen con los presupuestos exigidos por la Ley 906 de 2004 para su incorporación, pues no pueden ser aceptados como medio de prueba documental y por eso, la decisión a adoptar debía ser  la de inadmitir la incorporación de esas copias en el juicio oral.
El representante de la Fiscalía interpuso recurso de reposición y de apelación.
4. INTERVENCIONES RELACIONADAS CON LOS RECURSOS INTERPUESTOS.

4.1  El Fiscal (Recurrente) 
Atacó la decisión de primer nivel desde varios puntos de vista: i) la admisión de las copias de las sentencias ya había sido debatida en la audiencia preparatoria, cuando el Juez hizo el ejercicio de ponderación y luego las decretó; la decisión quedó en firme y por ello, pretender reabrir el debate es retrotraer una etapa ya superada y lesionar el principio de progresividad; ii) la decisión recurrida desconoce el principio de buena fe, en el entendido en que debe considerarse que tanto el funcionario que solicitó las copias, como el que las expidió actuó de buena fe y en razón de esto, no admitirlas desconoce el principio de confianza legítima que enmarca las actuaciones que ya se surtieron; iii) la decisión desequilibra las cargas del proceso, pues aún no se ha dado el debate de identificación, reconocimiento y autenticidad del documento. Además de esto, el testigo Diego Mario Zuluaga actuará como testigo de acreditación de acuerdo con lo expresado por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en el caso con radicado 36.784, del 17 de septiembre de 2012, en donde se define a esa clase de declarante, como la fuente indirecta del conocimiento de los hechos y como el encargado de recopilar y custodiar la evidencia documental; iv) el documento que representa la decisión es una sentencia, no un resumen ni una certificación, pues la Fiscalía lo considera una sentencia proferida por autoridad judicial, que guarda coherencia y conexión lógica con lo expresado de manera oral y que consta en el registro magnetofónico correspondiente, igualmente como documento público que no necesita autenticación; v) las copias que obtuvo la Fiscalía son reproducciones de las que fueron utilizadas y expedidas para el trámite de los recursos, de ellos se va a solicitar la lectura de los apartes pertinentes y que hacen referencia con la teoría del caso de la Fiscalía General de la Nación y al tenor de los numerales 1 y 15 del artículo 424 del C.de P.P. se le tendrá como documento impreso y  vi) según el artículo 425 del C. de P.P. y de acuerdo con lo expresado por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en la Casación 30.214 del 17 de septiembre 2008, un documento es auténtico cuando se tiene certeza sobre la persona que lo ha elaborado, y en este caso quienes han elaborado las sentencias son jueces singulares y plurales de esta jurisdicción y atendiendo lo propuesto en la casación 25.920 de 2007 a la contraparte le corresponde la carga de demostrar que el documento no es auténtico.
4.2 El Defensor (No recurrente)

El apoderado judicial de los procesados Ordóñez Urrutia manifestó su oposición a lo pretendido por el ente acusador, indicando que los documentos cuya introducción se pretendía no eran los idóneos para acreditar que se trata de sentencias emitidas por Jueces de la República, pues el tema planteado en la decisión de primer grado no versaba sobre la autenticidad del documento como tal, sino sobre si el documento “sentencia” en físico es conducente para probar lo que la Fiscalía pretende. Agregó que dentro del sistema penal con tendencia acusatoria el principio de oralidad se manifiesta en los registros magnetofónicos en los que queda plasmada la decisión y que las copias que pretendía introducir el delegado de la Fiscalía, eran las transliteraciones de ciertas decisiones que quería hacer pasar como documentos, cuando en realidad no constituían prueba.
El defensor insistió en que la decisión de primera instancia era ajustada a la legalidad y a los presupuestos del sistema penal acusatorio y que no era cierto que se lesionara el principio de progresividad, pues en la audiencia preparatoria se había anunciado la introducción de las sentencias sin que la defensa hubiese podido entender si se trataba del registro o del escrito mismo, y por ello resultaba válido proponer el debate en la audiencia de juicio oral.
4.3 El representante del Ministerio Público (no recurrente)
El Procurador delegado expresó que pese a que los supuestos de la decisión adoptada fueron diametralmente opuestos a la solicitud que él había presentado, consideraba que era acertada, pues el artículo 9 de estatuto procesal penal imponía la oralidad como norma rectora, prevalente sobre las demás e incluso como criterio de interpretación y en ese entendido, el documento idóneo para introducir las sentencias era el video de la correspondiente audiencia en la que se dio lectura de ellas, vivificando así el principio de celeridad 
Sobre la autenticidad de los documentos, adujo que como las presentadas por el Fiscal correspondían a copias de copias, éstas debían haber sido autenticadas, debido a que cuando un documento era público no lo requería pero por ser copias si era necesario de acuerdo al atículo 423 del C.de P.P. 

4.4 El juez de primera instancia no repuso su decisión y concedió la palabra a las partes para que se pronunciaran respecto del recurso de apelación, para lo cual, cada uno de ellos retomó lo ya argumentado y agregó lo siguiente:
4.4.1 El Fiscal
Señaló que el artículo 10 del C.de P.P. busca la eficacia de la administración de justicia, pero vista desde el principio de armonización, debido a que en el proceso no solo se podían tener en cuenta los intereses de los incriminados, sino también los de la sociedad que se encontraba expectante y quería que se administrara justicia. De igual forma comentó que desde la óptica del ente acusador tenía claro que lo que había ofrecido esa parte en la audiencia preparatoria, correspondía a copia de las decisiones anunciadas, contenidas en un CD, quedando claro que la defensa quería desviar la atención haciendo creer que había esperado el registro magnetofónico de las lecturas de las decisiones 
4.4.2 El defensor: 
Controvirtió lo dicho por el delegado del ente persecutor, manifestando que en la audiencia preparatoria la defensa solo había tenido conocimiento de que a través del testigo Diego Mario Zuluaga se introduciría unas sentencias de las que se dijo eran documentos públicos, sin saber si el Cd entregado contenía un registro o un texto y que en la decisión del  a-quo  había sido tomada luego del ejercicio correcto de ponderación y por ello debe ser confirmada.
4.4.3 El delegado del Ministerio Público: 

Señaló que la decisión de primer nivel debía ser confirmada, pues además de todo lo expuesto por el Juez en ella, debía acogerse el inciso final del artículo 10 del C. de P.P. el cual indica que los actos irregulares deben ser corregidos por el Juez de control de garantías y de conocimiento; que si era viable discutir la idoneidad de la prueba en sede de audiencia de juicio y que no podía considerarse que los intereses de la colectividad se encontraran por encima de lo dispuesto en los artículos 228 y 230 de la Constitución Nacional y los Tratados Internacionales.

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1  La Sala debe resolver los problemas jurídicos planteados en el recurso de apelación así: i) establecer si pese a que en la audiencia preparatoria el juez de conocimiento había ordenado la práctica de la prueba documental, era válido reabrir el debate sobre la admisión del documento en la audiencia de juicio oral y ii) determinar si el único documento válido para acreditar el contenido de una decisión judicial es el registro magnetofónico de la audiencia en donde se le dio lectura.
 Para resolver los interrogantes que surgieron de los argumentos planteados por los sujetos procesales, debe en primer lugar esta Sala de Decisión Penal expresar que la estructura del sistema penal acusatorio propuesto por la Ley 906 de 2004, se encuentra gobernada por principios  rectores y garantías procesales, dentro de los cuales se encuentran a no dudarlo el de oralidad, celeridad, concentración y publicidad, entre otros, pero también puede sostenerse que el principio de preclusividad de los actos procesales irradia el ordenamiento procedimental penal vigente, lo que implica que una vez superada una etapa procesal, no sea posible retornar a ella, que no se pueda realizar nuevamente un acto procesal, ni siquiera bajo el pretexto de complementarlo o mejorarlo.

5.2 En torno al primer problema jurídico planteado y que se encuentra íntimamente ligado con la prohibición de retrotraer la actuación a estadios procesales ya superados, resulta pertinente recordar que la Jurisprudencia de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en principio mantuvo una postura pacífica en torno a la opción de reabrir el debate sobre admisión de medios de prueba en la audiencia de juicio oral, según la cual, esto no resultaba posible, en razón a que el debate de admisión –conducencia y pertinencia-, rechazo –no descubrimiento oportuno- y exclusión –ilicitud e ilegalidad- era propio de la audiencia preparatoria, de acuerdo con lo ordenado en el artículo 359 del C. de P.P, oportunidad procesal en la que el Juez de conocimiento debe motivar oralmente su decisión, en contra de la cual proceden los recursos ordinarios.
 

Sin embargo, algún tiempo después esa misma Corporación sostuvo una postura jurídica diversa, según la cual, existía la posibilidad de que en el transcurso del juicio oral el juez ordenara la no practica de pruebas no decretadas, en aquellos eventos en que se causara un perjuicio indebido, generaran confusión, exhibieran escaso valor probatorio o fueran injustificadamente dilatorias del procedimiento.

En criterio de esta Corporación, como en el sub examine en la audiencia de juicio oral no se planteó alguna de las situaciones anteriores en aras de que el juez de conocimiento no permitiera la incorporación de las copias de las sentencias proferidas en contra de Carlos Alfredo Suárez y Miriam Lucía Solarte Muñoz, ya que inicialmente se mencionó que el documento presentaba unas marcas hechas a lápiz y que carecían de constancia de ejecutoria, con lo cual queda claro que siguiendo el precedente trazado por el máximo órgano de la jurisdicción penal, el debate ya había quedado zanjado en la audiencia anterior, máxime cuando la decisión adoptada por el juez, se dirigió a desestimar las copias de las decisiones judiciales, como prueba documental con vocación probatoria, situación que escapa a esos eventos planteados en la postura jurisprudencial reseñada.

De esa forma se colige, que el funcionario judicial erró al permitir la reapertura del debate sobre la admisión de los documentos, pues la práctica de esa prueba documental a través del testigo Diego Mario Zuluaga ya había sido decretada, y según el récord de la audiencia preparatoria, quedó claro que la única finalidad con la cual se le citó fue servir de testigo de acreditación de esos documentos e incluso en la sesión en que el delegado del ente acusador solicitó se ampliara la admisión en el entendido de que comprendiera la sentencia de segunda instancias emitida en el proceso de Miriam Lucía Solarte, éste indicó que desde ese momento contaba con ella y podía hacerle entrega a la defensa, en medio magnético, de lo cual se infiere que siempre se refirió a la decisión escrita aún cuando estuviese contenida en un Cd.   
5.3  En cuanto al segundo problema jurídico relacionado con el hecho de ser el registro magnetofónico el único medio con capacidad probatoria para demostrar el contenido de una sentencia entendida como decisión judicial, debe partirse del objeto que pretendía probar el delegado del ente acusador al introducir las decisiones judiciales de primera y segunda instancia en contra de Carlos Alfredo Suárez y Miriam Lucía Solarte Muñoz, el cual fue mencionado por él en la audiencia preparatoria, argumentando que con las copias de las decisiones judiciales proferidas en contra de los mencionados y diversos ciudadanos más, pretendía acreditar la participación de multiplicidad de personas en la estructura de la captadora DRFE, como franquiciantes y administradores de sede, haciendo hincapié en que de esa forma se demostraría el delito de concierto para delinquir.

5.4 En la sesión de audiencia preparatoria adelantada el 18 de febrero de 2013, el funcionario de conocimiento  admitió el testimonio de Diego Mario Zuluaga, en calidad de asistente de Fiscal II, con quien se introducirían copias de sentencias condenatorias aduciendo lo siguiente: “…El Despacho comparte parcialmente la postura asumida por el representante del Ministerio Público en el sentido de que las sentencias de varias personas que pertenecieron a DRFE, cuya incorporación se pretende resultan impertinentes, pues como mencionó el defensor, no se sabe si el universo probatorio de esos casos es el mismo que se pretende utilizar aquí, cuyos hechos se circunscriben a Buesaco Nariño y Santander de Quilichao, por los que se acusó a Eva María y Luis Gabriel Ordoñez Urrutia, salvo las sentencias condenatorias de primera y segunda instancia proferidas en contra de Carlos Alfredo Suárez, porque como lo advierte el Procurador, el señor Carlos Alfredo Suárez por ser el punto de intersección entre DRFE y los franquiciantes de la misma, por ser este su representante legal, la sentencia constituye elemento importante de prueba para acreditar ello… también resulta pertinente la sentencia emitida en contra de Miriam Lucía Solarte Muñoz, por el Juez Especializado de Pereira puesto que de ella se predica ser socia franquiciante de Eva María Ordoñez Urrutia y resulta pertinente y conducente su introducción a través del testigo de acreditación anunciado por la Fiscalía Diego Mario Zuluaga. En tal sentido, entonces se admite el testimonio del señor Diego Mario Zuluaga, en relación con la incorporación de las sentencias de primera y segunda instancia de Carlos Alfredo Suárez y la sentencia en contra de Miriam Lucía Solarte Muñoz y no en las demás sentencias condenatorias a las que hizo alusión la Fiscalía..”.
De lo anterior se desprende, que la introducción de las citadas decisiones judiciales se admitió para de esa forma acreditar la relación existente entre Eva María y Luis Gabriel Ordóñez Urrutia, Carlos Alfredo Suárez y Miriam Lucía Solarte Muñoz, demostrar la pluralidad de personas involucradas en la estructura de la captadora ilegal DRFE, sin que se mencionara si se acopiarían contenidas en un escrito, como generalmente se suele hacer o a través del medio magnético en el que quedaron consignadas las lecturas que de ellas se hizo. La importancia del asunto radica entonces en el contenido de las decisiones, cuyo conocimiento integral se hace necesario para la parte que las solicitó a fin de sustentar su pretensión acusatoria. 
5.5 Es cierto que el sistema penal acusatorio se caracteriza por la oralidad en sus actuaciones procesales, para lo cual, la Ley 906 de 2004 previó la utilización de los medios técnicos disponibles que permitieran imprimir agilidad y fidelidad, sin perjuicio de conservar registro de lo acontecido.
 En concordancia con lo anterior y en aras de ratificar la celeridad y eficacia del proceso penal se dispuso expresamente en el Código de Procedimiento Penal, que todos los actos preprocesales y procesales se desarrollaran de forma oral  y se registraran en medios técnicos idóneos para el registro y reproducción fidedigna de lo actuado, prohibiendo las reproducciones escritas, a excepción de los actos y providencias expresamente autorizadas por ese estatuto.
No obstante lo anterior, dentro de la estructura del proceso subsisten algunos actos escritos dentro de los cuales se encuentra el escrito de acusación, 
 que posteriormente se verbaliza en la primera audiencia de la etapa de juicio y pese a que inicialmente el legislador dispuso la sustentación de los recursos únicamente de forma oral, la Ley 1395 del 12 de julio de 2010 permitió que el recurrente eligiera entre la sustentación del recurso de apelación de forma oral dentro de la audiencia de lectura de fallo o escrita  dentro de los cinco días siguientes, eso sin dejar atrás que la presentación de la demanda de casación se hace por escrito, denotándose que aunque impere el principio de oralidad, no todos los actos se realizan de forma verbal, lo que significaría una interpretación exegética y alejada de la realidad del sistema procedimental penal colombiano.

Al respecto, la doctrina autorizada ha indicado que: “…El carácter oral del juicio no se extiende a la motivación de la sentencia, porque esta debe ser escrita con el fin de tramitar en debida forma los recursos que contra ella se interpongan. Por otra parte, la oralidad debe ser entendida como garantía, de ahí que existan cargas  que dependen de las especiales situaciones que se pueden presentar…”

5.6 Considera esta Colegiatura que el alcance otorgado por el Juez de conocimiento a los artículos 163 y siguientes del estatuto procesal penal, no corresponde al espíritu de la sistemática acusatoria, pues si bien es cierto existe prohibición de transcripciones, de la lectura atenta de la norma se desprende que la prohibición no recae sobre la  transliteración de la decisión, sino sobre la transcripción de apartes de la actuación diversos a las citas o referencias en el cuerpo de la providencia judicial, lo que marca la pauta diferenciadora con el sistema procesal escritural propio de la Ley 600 de 2000, en el que toda actuación constaba por escrito: declaraciones, indagatorias, providencias judiciales, escritos de sustentación, que alentaban las figuras de permanencia de la prueba e incluso de prueba trasladada.
Es por ello, que pese a la orden perentoria de registrar en medio magnetofónico todo cuanto sucede en las audiencias, incluida la de lectura de fallo, no por ello puede excluirse la sentencia escrita como documento con vocación probatoria que permite acreditar su contenido, pues lo que realmente habrá de valorarse es el contenido de la decisión, no su contenedor que puede ser un registro de audio o video o un documento escrito que no pierde su naturaleza de documento público, del cual se tiene certeza sobre su autoría.
Bien es cierto que el artículo 165 del C. de P.P. consagra  que las providencias judiciales solo pueden ser reproducidas a efectos del trámite de los recursos y que es posible que por parte de la secretaría del despacho se expidan certificaciones en las que conste un resumen de lo decidido, previa petición de quien acredite un interés para ello; sin embargo, de esta norma no puede derivarse que la sentencia escrita que se reprodujo para el trámite de los recursos  no pueda ser reproducida a su vez, a través de copias, de las que se derivan múltiples actuaciones subsiguientes, como el trámite de ejecución de penas cuando corresponde e incluso los posteriores procesos de cobro coactivo cuando a ello hay lugar o los eventos en que a fin de lograr la reparación efectiva de los perjuicios ocasionados con el delito, el interesado acude a la vía jurisdiccional civil. 
5.7 Considera la Corporación, que la decisión de inadmitir las copias de las decisiones judiciales de primera y segunda instancias emitidas en los procesos penales tramitados en contra de Carlos Alfredo Suárez y Miriam Lucía Solarte Muñoz fue un desacierto, pues además de desdibujar un pronunciamiento que había adquirido firmeza, en torno al decreto de la prueba documental, de la que quedó claro el ente acusador la poseía por escrito en medio magnético, la inadmisión ya en la audiencia de juicio oral, la justificó en el no cumplimiento de los requisitos impuestos por la Ley 906 de 2004 en cuanto a la oralidad de la actuación, aspecto que escapa al criterio de admisión de la prueba que tiene relación directa con su pertinencia, conducencia y utilidad, pues las decisiones judiciales a incorporar en este caso, sirven para hacer más o menos probable las circunstancias en las que se funda uno de las conductas punibles por las que se acusó y tanto el Cd que contiene el registro de la audiencia de lectura de fallo, como el documento en el que se vertió la sentencia judicial tienen vocación probatoria y por ende son conducentes para demostrar el objeto de prueba.
Respecto de lo anterior, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, luego de indicar que la autenticidad de la prueba documental pública o privada presentada en juicio incidía en su valoración, debido a que su eficacia probatoria no se lograba con el solo hecho de su autenticidad,  en razón a que el valor demostrativo a asignar se demostraría  al integrarlo al conjunto probatorio y ponderarlo de acuerdo a los principios de la sana crítica, expuso que la admisión de las copias de una sentencia judicial como medio de prueba, estaban únicamente subordinadas a su pertinencia y utilidad en el proceso al que se allegan.

Finalmente, considera la Sala que la critica hecha por el delegado del Ministerio Público en relación con la carencia de constancia de ejecutoria de las copias de las sentencias, no es problema de aducción de la prueba, sino del poder suasorio que en el momento de valorarlas deberá ser analizado por el juez de conocimiento.

De esa forma, queda claro que las copias de las sentencias de primera instancia proferidas en contra de Carlos Alfredo Suárez y Miriam Lucía Solarte Muñoz, son idóneas para demostrar el contenido de la decisión judicial que ellas reflejan y por ello la decisión de primer nivel habrá de ser revocada.

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE: 

PRIMERO: REVOCAR la decisión adoptada por el Juez Penal del Circuito Especializado Adjunto de Pereira, para en su lugar permitir la incorporación de las sentencias de primera y segunda instancia cuya práctica como prueba documental fue ordenada en la audiencia preparatoria.

SEGUNDO: Esta determinación queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JUAN CARLOS MORALES RAMÍREZ
Secretario

� Folios 1-46


� Folios 100-118 


� Folios 195-198


�  Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia del 20 de marzo de 2003. Proceso Rad. 19960. M.P. Herman Galán Castellanos


� Se hace referencia al auto de segunda instancia radicado al número 36.611 del 22 de junio de 2011 M.P. Julio Enrique Socha Salamanca, en el que se expuso lo siguiente: “…De conformidad con la dinámica que gobierna el Sistema Penal Acusatorio, es en la audiencia preparatoria donde las partes deben manifestar sus observaciones al descubrimiento de elementos probatorios, solicitar la exclusión, rechazo o inadmisibilidad de los medios de prueba que, de conformidad con las reglas establecidas en ese código resulten inadmisibles, impertinentes, inútiles, repetitivos o encaminados a probar hechos notorios o que por otro motivo no requieran prueba�.


En consecuencia era ese el escenario en el cual el acusado o su defensor han debido cuestionar la pretensión de la Fiscalía de incorporar los 16 cuadernos que en fotocopias auténticas contienen las resoluciones que dieron lugar al proceso penal en contra de PAINCHAULT SAMPAYO, la fotocopia de la cédula y el extracto de la hoja de vida laboral mientras estuvo vinculado a la Fiscalía General de la Nación, demostrando su impertinencia, inconducencia o inutilidad y de resultarle adversa su pretensión, hacer uso de los recursos ordinarios de defensa judicial.(..) ”.


Con la posición asumida, aceptó que las pruebas enunciadas se adujeran en la forma en que la fiscalía lo planteó, agotándose en consecuencia esa fase del proceso para dar inicio al juicio oral, cuyas finalidades no son otras que las de advertir al acusado sobre los derechos que le asisten a guardar silencio y a no autoincriminarse, la posibilidad de reconocer su culpabilidad, la presentación de la teoría del caso, la práctica de las pruebas, los alegatos de cierre por parte de los intervinientes, la clausura del debate y el anuncio del sentido del fallo.�


Siendo lo anterior así, se equivocó el Magistrado de la Sala Penal del Tribunal Superior de Santa Marta al permitir que en la audiencia de juicio oral, el defensor del acusado cuestionara la forma como se habían incorporado las pruebas por parte de la fiscalía, e igualmente al darle la posibilidad de recurrir la orden de su incorporación, pues tal acto procesal ya se encontraba superado”.� 





� “…En la sistemática de la ley 906 de 2004, la prueba documental esta necesariamente ligada al testigo de acreditación, pues a través de éste es que aquella se incorpora al juicio, “quien se encargará de afirmar en la audiencia pública que un documento es lo que la parte dice que es.� En ese entendimiento, el testigo de acreditación tendrá que ser interrogado por la parte que pretende introducir la prueba documental, respecto de la información mínima que permita concluir que se trata de un medio de convicción admisible en el juicio, esto es, donde y cómo se obtuvo, quien lo suscribe, a efectos de establecer su autenticidad o si la misma debe presumirse por tratarse de uno de aquellos documentos relacionados en el artículo 425  del C., de P.P. (informaciones de prensa, documentos notariales, títulos valores etc.) si es original o una copia y la presentación general sobre los datos contenidos en el documento, esto último  con miras  a establecer si el juicio de pertinencia realizado al momento de  autorizar el medio de convicción  corresponde efectivamente con el tema de la prueba, (hecho que es necesario acreditar) y si éste a su vez guarda relación  con el contenido del documento, pues de lo contrario no podrá admitirse su incorporación al debate  público.


Y ello es así, por la potísima razón de que las pruebas se decretan sin que se pueda conocer a ciencia cierta lo que será su contenido, sino basándose únicamente en la justificación que ofrezca la parte interesada en la respectiva solicitud probatoria. Por tanto el juez queda facultado para que durante su práctica en el juicio, pueda verificar que la misma cumple el presupuesto de pertinencia, para lo cual habrá de confrontar lo que la prueba muestra con los hechos o circunstancias que se busca demostrar, y también con las razones esgrimidas cuando se pidió su  admisión


No en vano las normas que aluden a la pertinencia y admisibilidad de los medios de convicción se encuentran  ubicadas dentro del capítulo III del título IV de la ley 906 de 2004, el cual se refiere a la práctica de la prueba en el juicio, pues es en ese momento donde verdaderamente se hace palpable la admisibilidad de la prueba, pues a voces del artículo 376 del citado estatuto, puede suceder que aún siendo pertinente, al conocerse el contenido del elemento de prueba, se observe que el mismo puede causar un perjuicio indebido, generar confusión, exhibir escaso valor probatorio o ser injustamente dilatorio del procedimiento. Frente a dichas eventualidades, preciso es  recordar que conforme a lo normado en el artículo 139-1 del C. de P.P. , el juez está en la obligación de evitar actuaciones que afecten indebidamente la celeridad del juicio, impidiendo la incorporación de pruebas claramente inútiles y que se generen prolongaciones injustificadas del trámite procesal (artículo 139, numeral 1º del C. de P.P.)� Sala de Casación Penal. Decisión del 17 de septiembre de 2012. Proceso Rad. 36.784. 


�  Sesión del 3 de septiembre de 2012.


� Artículo 9  C.de P.P.


� Artículo 336 C de P.P


� El Proceso Penal. Jaime Bernal Cuéllar y Eduardo Montealegre Lynett. Tomo II. Sexta edición. Universidad Externado de Colombia. Página 808.


� “…No obstante, aunque la naturaleza y origen del documento son los elementos que configuran su autenticidad, su eficacia probatoria, para destronar la presunción de inocencia o robustecerla, no se logra por el solo hecho de que sea auténtico, pues el valor demostrativo de su contenido se establece al integrarlo con el conjunto probatorio y sopesarlo conforme con los principios que orientan la sana crítica.


En consecuencia, el carácter documental público y auténtico de una sentencia judicial válidamente emitida es evidente y para su aducción en el juicio oral no es necesario que el funcionario que la profirió u otro testigo de acreditación, comparezca a declarar acerca de su contenido o de la forma como fue obtenida.


Luego la admisión de las copias de una sentencia judicial como medio probatorio está subordinada a su pertinencia� y utilidad en el proceso al cual se allega. En este sentido, el artículo 376 de la Ley 906 de 2004, establece que toda prueba es admisible, salvo cuando a) exista peligro de causar un perjuicio indebido, b) probabilidad de generar confusión en lugar de mayor claridad, o su valor probatorio sea escaso, y c) sea injustificadamente dilatoria del procedimiento…” Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Segunda instancia del 26 de enero de 2009. Proceso Rad. 31049.M.P.Julio Enrique Socha Salamanca.








Página 1 de 9

